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III. Otras disposiciones

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

13773 RESOLUCIÓN de 26 de mayo de 1998, de la Agencia Espa-
ñola de Cooperación Internacional, por la que se hace públi-
ca la convocatoria de becas de la Red Iberoamericana de
Formación Audiovisual para 1998/1999.

En cumplimiento de los programas y actividades de cooperación que

desarrolla este organismo en el ámbito de la cooperación educativa, cul-

tural, científica y técnica con los países de América Latina, corresponde

proceder a la convocatoria de becas de la Red Iberoamericana de Formación

Audiovisual para el curso 1998/1999, la cual debe ser difundida con la

necesaria publicidad.

En su virtud, y de acuerdo con lo dispuesto en el punto 1 del apartado

tercero de la Orden de 26 de marzo de 1992 («Boletín Oficial del Estado»,

de 10 de abril), por la que se establecen las bases para la concesión de

becas y ayudas de la Agencia Española de Cooperación Internacional,

Esta Presidencia ha resuelto:

Primero.—Ordenar la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de

la convocatoria de becas de la Red Iberoamericana de Formación Audio-

visual para el curso académico 1998/1999, conforme a las condiciones

que se recogen en el anexo de la presente Resolución.

Segundo.—Trimestralmente será publicada en el «Boletín Oficial de Esta-

do» la relación de becas concedidas con arreglo a esta convocatoria.

Tercero.—La convocatoria será expuesta en los tablones de anuncios

de las representaciones diplomáticas y Oficinas Técnicas de Cooperación

de España en los países incluidos en el ámbito de la misma.

Cuarto.—Facultar al Director general del Instituto de Cooperación Ibe-

roamericana, en el ámbito de esta convocatoria, para dictar cuantas normas

e instrucciones sean precisas en la interpretación, desarrollo y ejecución

de la misma.

Madrid, 26 de mayo de 1998.—P. D. (Resolución de 21 de noviembre

de 1997), el Secretario general, Luis Espinosa Fernández.

ANEXO

Convocatoria general de becas para realizar estudios

de formación audiovisual

Primera.—En el ámbito previsto en la Orden de 26 de marzo de 1992

se convocan becas para realizar estudios de formación y prácticas pro-

fesionales en el sector audiovisual en España. Los candidatos deberán

reunir los siguientes requisitos:

Tener nacionalidad de cualquier país de América Latina.

Tener un conocimiento de la lengua española suficiente para la rea-

lización de los estudios que desee llevar a cabo.

Desempeñar una actividad profesional acorde con la materia de los

estudios o práctica profesional que se desea cursar y/o poseer titulación

adecuada según lo estipulado en cada caso.

Poseer aptitud psico-física para cursar los estudios proyectados y no

padecer enfermedades infecto-contagiosas ni tropicales.

Segunda.—Estas becas se financiarán con cargo a la aplicación pre-

supuestaria 12.103.134A.486.02, por un importe máximo de 4.995.000 pese-

tas, correspondiente al ejercicio presupuestario de 1998, quedando su otor-

gamiento condicionado a la existencia de crédito presupuestario adecuado

y suficiente durante 1999.

Tercera.—La dotación de la beca será de 110.000 pesetas mensuales.

Si los estudios comienzan a partir del día 15 del mes, solamente se percibirá

media mensualidad, igualmente, si finalizan antes de la segunda quincena

del mes. Esta cantidad estará sujeta a la retención fiscal que corresponde,

según lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas

Físicas.

El becario estará amparado por un seguro de asistencia médica pri-

maria, no farmacéutico, en las condiciones que se recogen en la póliza

suscrita por este Instituto con la compañía aseguradora correspondiente,

para enfermedades no contraídas con anterioridad al inicio de la beca.

Todos los becarios que hayan optado a un Meritorio de los establecidos

en este catálogo contarán, además, con un seguro de accidentes.

Cuarta.—Las becas se destinarán a la realización de uno de los siguientes

estudios o prácticas profesionales:

Estudios:

Maestrías.

Estudios y/o cursos de especialización.

Prácticas Profesionales:

Meritorios (prácticas a realizar durante la producción o rodaje de pelí-

culas de cine y/o programas de televisión).

Estancias (prácticas profesionales a realizar dentro de empresas del

sector audiovisual, públicas o privadas, en los campos de la televisión

y/o cine).

Los solicitantes habrán de reunir los requisitos solicitados para optar

a cada una de las becas y tener las titulaciones y convalidaciones que

se exijan.

Quinta.—En virtud de los acuerdos de colaboración suscritos entre la

Agencia Española de Cooperación Internacional y universidades y centros

de estudio españoles, y los que próximamente se firmarán, los becarios

seleccionados, además de contar con la dotación de las becas ofertadas

en la presente Resolución, podrán disfrutar eventualmente de un com-

plemento de beca a cargo de las Comunidades Autónomas, entidades locales

o fundaciones públicas o privadas según los acuerdos de dichas entidades,

en cada caso.

Sexta.—Los aspirantes deberán aportar la siguiente documentación:

a) Impreso oficial de solicitud debidamente cumplimentado por tri-

plicado.

b) Certificado de nacimiento o fotocopia del documento de identi-

ficación personal debidamente compulsado.

c) Currículum vitae.

d) Certificado de estudios, con especificación de notas.

e) Copia del título y/o diplomas.

f) Certificado de convalidación de estudios cursados en el extranjero

por los equivalentes españoles, o justificante de haberlo solicitado, si así

lo requieren los estudios o prácticas profesionales a realizar.

g) Proyecto de estudios y exposición de las razones que motivan la

solicitud de la beca (una hoja máximo).

h) Dos cartas de presentación de personas o instituciones iberoa-

mericanas que le avalen.

i) Certificado médico de poseer aptitud psico-física para cursar los

estudios o prácticas profesionales proyectados y no padecer enfermedades

infecto-contagiosas ni tropicales, extendido en un plazo anterior no supe-

rior a un mes.

j) Tres fotografías tamaño carné con el nombre y apellidos al dorso.

k) Aquellos requisitos que se especifiquen para la plaza a la que optan.

Todos los documentos se acompañarán, en su caso, de su correspon-

diente traducción al español.
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El impreso de solicitud debe ser cumplimentado en su totalidad. No

se podrán tener en cuenta los impresos incompletos, aunque se adjunte

la documentación acreditativa de los apartados del mismo.

La documentación que se reciba no será devuelta, por lo que no deberán

adjuntar documentos originales o que consideren irrepetibles y que les

puedan ser necesarios.

Séptima.—Las solicitudes de los cursos y prácticas profesionales que

se inician antes del 1 de enero de 1999, así como aquellas prácticas pro-

fesionales que no tienen fecha establecida de inicio, deberán ser presen-

tadas como plazo límite antes de las doce horas (hora local) del día 30

de junio de 1998, en las sedes de las Embajadas, Consulados u Oficinas

Técnicas de Cooperación de España en el país de origen del candidato.

En aquellos cursos y/o prácticas profesionales que tienen señalada

una fecha posterior al 1 de enero de 1999 deberán presentarse hasta las

doce horas (hora local) del día 30 de septiembre de 1998.

Octava.—Una vez cerrado el plazo de admisión de solicitudes, se hará

pública en el tablón de anuncios de cada Embajada de España la lista

de las solicitudes completas e incompletas presentadas en el país corres-

pondiente, dando un plazo de diez días para completar su expediente

y proceder a las subsanaciones que, en su caso, resulten aplicables.

Novena.—Las unidades receptoras de las solicitudes llevarán a cabo

una preselección de las candidaturas, de acuerdo con las directrices mar-

cadas por la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoame-

ricana de la Agencia Española de Cooperación Internacional.

Se levantará acta de las actuaciones efectuadas, que será remitida,

junto con las solicitudes, a la sede central de la Agencia Española de

Cooperación Internacional.

Décima.—La evaluación de las solicitudes se efectuará por una Comisión

evaluadora, que estará presidida por el Director general del Instituto de

Cooperación Iberoamericana o persona en quien delegue, formando parte

de la misma cuatro vocales como se considere necesario nombrados por

la Presidencia de la Agencia Española de Cooperación Internacional a

propuesta de éste.

En la evaluación se actuará según los siguientes criterios:

Méritos académicos y/o profesionales.

Valoración de los requisitos específicos que se soliciten para la plaza

a la que opten.

Evaluación formulada por las Embajadas de España.

Valoración de prioridades de candidatos presentada por el centro de

estudios y/o empresa audiovisual receptora de becarios.

Valoración de las cartas de presentación que avalen el candidato.

Valoración de proyecto de estudios y exposición de las razones que

motivan la solicitud de la beca (de una hoja máxima).

No ser residente en España.

Undécima.—La Comisión evaluadora formulará las propuestas de reso-

lución de concesión de las becas.

Duodécima.—Vistas las propuestas, el Secretario general de la Agencia

dictará las correspondientes resoluciones de concesión, en el plazo de

diez meses, que se notificará a los interesados, a través de las Repre-

sentaciones Diplomáticas de España del ámbito de esta convocatoria.

Las relaciones de la Resolución de becas concedidas y solicitudes dene-

gadas se expondrán en los tablones de anuncios de las Representaciones

Diplomáticas, así como en el tablón de anuncios de la Agencia Española

de Cooperación Internacional (avenida Reyes Católicos, número 4, 28040

Madrid).

Este acto agota la vía administrativa. Contra el mismo cabrá interponer

recurso contencioso administrativo en el plazo de dos meses, ante la Sala

de dicha jurisdicción, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, con-

forme a la Ley reguladora de aquella jurisdicción.

Decimotercera.—La beca tendrá una duración mínima de un mes y máxi-

ma de doce meses, que viene determinada en función de la duración aca-

démica de los estudios o prácticas profesionales.

Decimocuarta.—Los adjudicatarios de las becas están obligados a:

1. Comunicar a la Dirección General del Instituto de Cooperación

Iberoamericana o a la Embajada de España su aceptación expresa, en

el plazo de quince días a contar desde la fecha de la comunicación de

la concesión de la beca.

2. Encontrarse en España el día de iniciación de la beca. De no con-

tactar con la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoame-

ricana en el plazo de diez días a partir del comienzo de la beca, perdería

la primera mensualidad y, si transcurre un mes sin que se haya incorporado

ni medie la debida justificación, la beca le será definitivamente anulada.

3. El becario deberá solicitar la Visa de Estudiante en los Consulados

de España en el país de origen si su beca tiene una duración superior

a tres meses.

4. El becario deberá residir en la ciudad donde realice sus estudios

o prácticas profesionales en España durante el período de la beca, y no

deberá ausentarse del territorio nacional sin comunicarlo previamente

a la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoamericana indi-

cando las causas excepcionales que justifican la ausencia, el período que

comprende, resolviendo el Instituto de forma justificada lo que proceda

según las circunstancias, en relación a la reducción, revocación y reintegro,

en su caso, de la beca.

5. No podrá cambiar el centro de estudios o de prácticas profesionales

previsto sin el conocimiento y aceptación de la Dirección General del Ins-

tituto de Cooperación Iberoamericana.

6. En caso de estudios o cursos, una vez efectuada la matrícula deberá

remitir a la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoamericana

fotocopia del resguardo en el que figuren claramente el curso y asignaturas

en las que se ha matriculado.

En caso de las prácticas profesionales, el becario deberá remitir a

la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoamericana una

carta de la empresa colaboradora en la que figuren claramente los trabajos

que va a realizar durante su estancia.

7. El becario se adaptará al sistema de seguimiento de estudios o

de prácticas profesionales establecido por la Dirección General del Instituto

de Cooperación Iberoamericana.

8. El becario de cursos o de prácticas profesionales con una duración

de tres meses o menos deberá remitir a la Dirección General del Instituto

de Cooperación Iberoamericana, boletín o carta mensual de asistencia debi-

damente cumplimentado por el centro de estudios o la empresa colabo-

radora en el caso de las prácticas profesionales.

El becario de estudios con una duración de más de tres meses deberá

remitir a la Dirección General del Instituto de Cooperación Iberoamericana

un boletín trimestral de asistencia debidamente cumplimentado por el

centro de estudios.

9. En el caso de realizar estudios extendidos, se fijará como período

de vacaciones las establecidas en el calendario escolar de cada año en

lo que respecta a Semana Santa y Navidades.

Para ausentarse del territorio nacional deberá comunicarlo por escrito,

y si su ausencia excede de los límites anteriormente fijados, sufrirá la

reducción proporcional en la mensualidad de beca correspondiente o la

revocación y reintegro, en su caso, en atención a las circunstancias con-

currentes y naturaleza de la beca, y previa tramitación y resolución del

procedimiento.

10. Cada becario, al final de su estancia, deberá entregar un breve

informe memoria y enviar fotocopia de las calificaciones obtenidas.

En caso de las prácticas profesionales, el becario debería enviar una

carta de la empresa colaboradora donde evalúe el trabajo realizado por

el becario durante su estancia.

11. Deberá superar satisfactoriamente los exámenes o pruebas corres-

pondientes a los estudios para los que se le ha concedido la beca y/o

desempeñar satisfactoriamente las tareas asignadas para las prácticas

profesionales.

12. Los becarios no podrán desempeñar cargo alguno remunerado

en representaciones diplomáticas o consulares.

13. El becario está obligado a informar a la Agencia de cualesquiera

otras ayudas, con independencia de la procedencia, que eventualmente

fueran obtenidas por el mismo becario para idéntica finalidad.

El incumplimiento de cualquiera de estas cláusulas, así como la falta

de aplicación en los estudios será motivo de revocación de la beca.

Decimoquinta.—El pago mensual de la beca se realizará, en principio,

mediante transferencia bancaria, bien directamente, bien a través de la

unidad universitaria, centro de estudios o empresa colaboradora corres-

pondiente. En caso de realizarlo a través de dichas entidades éstas que-

darán sujetas al cumplimiento de las obligaciones contenidas en el artícu-

lo 81.5 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria.

Decimosexta.—Los candidatos, al solicitar estas becas, se entiende que

aceptan en todos sus términos las bases de la presente convocatoria, así

como el fallo de la Comisión Evaluadora y la Resolución de la Presidencia

de la Agencia Española de Cooperación Internacional, sin perjuicio del

derecho a la fiscalización judicial.

Decimoséptima.—El régimen de becas de la Agencia Española de Coo-

peración Internacional queda sujeto a la justificación de la actividad pro-

mocionada, así como a las obligaciones de reintegro y al régimen san-

cionador, cuando proceda, conforme al Real Decreto 2225/1993, de 17

de diciembre, y al texto refundido de la Ley General Presupuestaria apro-

bado por Real Decreto Legislativo 1091/1988 y demás normas reguladoras

de la subvención.

Decimoctava.—Estas becas, en los casos en que exista convenio por

parte de la Agencia Española de Cooperación Internacional con la Uni-
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versidad, podrán ser compatibles con la percepción de otras ayudas pro-

cedentes de Comunidades Autónomas, entidades locales o fundaciones

públicas o privadas, siempre que medie acuerdo previo con la Agencia

Española de Cooperación Internacional y que no se supere el coste de

la actividad a desarrollar por el beneficiario.

Decimonovena.—En el caso de que el becario venga a España acom-

pañado de sus familiares, la Dirección General del Instituto de Cooperación

Iberoamericana no podrá otorgar ninguna ayuda económica adicional por

esta situación.

Vigésima.—El becario deberá asumir la totalidad de los gastos de matrí-

cula, salvo que la universidad, centro de estudios o empresa colaboradora

donde realice las prácticas profesionales le exima del pago total o parcial

de la misma.

Vigésima primera.—Los viajes de ida y regreso serán por cuenta del

interesado. Podrán tener descuento en las tarifas aéreas (50 por 100) a

través de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), una

vez que se acredite la condición de becario de la Dirección General del

Instituto de Cooperación Iberoamericana de la Agencia Española de Coo-

peración Internacional.

Vigésima segunda.—Corresponde al Director general del Instituto de

Cooperación Iberoamericana, por delegación de la Presidencia de la Agen-

cia Española de Cooperación Internacional, dictar cuantas normas sean

precisas para la interpretación, desarrollo y ejecución de la presente con-

vocatoria.

MINISTERIO DE JUSTICIA

13774 RESOLUCIÓN de 19 de mayo de 1998, de la Dirección Gene-
ral de los Registros y del Notariado, en el recurso guber-
nativo interpuesto por el Abogado del Estado, en nombre
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, contra
la negativa de don Francisco Manuel Galán Ortega, Regis-
trador de la Propiedad de Sevilla número 9, a practicar
una anotación preventiva de embargo, en virtud de ape-
lación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Abogado del Estado del

Servicio Jurídico del Estado de Sevilla, en nombre de la Agencia Estatal

de Administración Tributaria, cuya representación legalmente ostenta, con-

tra la negativa de don Francisco Manuel Galán Ortega, Registrador de

la Propiedad de Sevilla número 9, a practicar una anotación preventiva

de embargo, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

I

En el procedimiento administrativo de apremio, seguido por la Dele-

gación de Recaudación de la Delegación de Sevilla de la Agencia Estatal

de Administración Tributaria, contra «Sociedad Anónima de Mantenimien-

to Industrial y Calderería» por débitos tributarios, se dictó providencia

de embargo de bienes, disponiéndose que se procediera ejecutivamente

contra su patrimonio. La circunstancia de que dicha sociedad carecía de

activos inmobiliarios de valor para cubrir la deuda, motivó que se acordara

por el Jefe de la Dependencia de Recaudación, de conformidad con lo

dispuesto en el artículo 37 de la Ley General Tributaria y en el artículo

72 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común,

la práctica del embargo preventivo, como medida provisional de asegu-

ramiento, sobre los inmuebles propiedad del Consejero Delegado de dicha

entidad deudora. A tales efectos, con fecha 26 de octubre de 1993, se

dictó por el Jefe de la Sección de Recaudación de la Dependencia de Recau-

dación, mandamiento de anotación preventiva de embargo de determinado

bien inmueble de su propiedad.

II

Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad

de Sevilla número 9, fue calificado con la siguiente nota: «Denegada la

anotación de embargo que se ordenaba en el presente mandamiento por

observarse el defecto de no haberse procedido a la emanación del acto

administrativo correspondiente por el que se derive la responsabilidad

de la “Sociedad Anónima de Mantenimiento Industrial y Calderería”, contra

don Julián Gómez Gotor, como Consejero Delegado de la misma, en su

carácter de responsable subsidiario, tal como exige el apartado 4 del ar-

tículo 37 de la Ley General Tributaria y el artículo 14 del Reglamento

General de Recaudación de 20 de diciembre de 1990, sin que, por otra

parte sea el embargo preventivo de una de las medidas provisionales pre-

vistas en el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-

trativo Común, sino antes bien una figura —la anotación preventiva de

embargo—, que como resulta del último párrafo del artículo 42 de la Ley

Hipotecaria ha de estar prevista en esa o en otra Ley. Archivado el dupli-

cado con el número 24/95. Sevilla a 28 de diciembre de 1993.—El Regis-

trador, Francisco Manuel Galán Ortega. Adición.—Contra la precedente

calificación podrá recurrirse en la forma que determinan los artículos

112 y siguientes del Reglamento Hipotecario y en el plazo de cuatro meses

a contar desde su fecha. Sevilla a 14 de febrero de 1994.—El Registrador,

Francisco Manuel Galán Ortega».

III

El Abogado del Estado del Servicio Jurídico del Estado, en represen-

tación que legalmente ostenta de la Agencia Estatal de la Administración

Tributaria, interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación,

y alegó: 1. La nota de calificación sólo menciona el apartado 4.o del ar-

tículo 37 de la Ley General Tributaria, haciendo caso omiso de lo dispuesto

en el apartado 3.o; 2. Que del artículo 72 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común, que sería un complemento a lo dis-

puesto en el artículo 37 antes citado, el señor Registrador entiende que

el embargo preventivo no es una de la medidas provisionales previstas

en el mismo, cuando lo que hace el artículo 72 es dejar a la Administración

la posibilidad de señalar medidas provisionales con dos límites: Que las

mismas no causen perjuicios de difícil o imposible reparación a los inte-

resados, lo que no es el caso, pues la anotación preventiva de embargo

no es una medida definitiva, o que impliquen violación de los derechos

amparados por las leyes. Que hay que señalar que frente al derecho de

propiedad del Administrador de la sociedad se encuentre el aseguramiento

de los derechos de la Hacienda Pública por las cantidades no ingresadas.

Que podrían pensarse otras medidas provisionales, como sería el caso

de embargo de cuentas corrientes o valores inmobiliarios, las que deben

descartarse, en principio, existiendo bienes inmuebles, por los efectos inme-

diatos de las mismas y en muchos casos definitivos; 3. Que conforme

a lo dispuesto en el artículo 37.3 de la Ley General Tributaria, que es

posterior al artículo 42 de la Ley Hipotecaria, resulta que la Administración

Tributaria está facultada para el embargo preventivo de bienes propiedad

de los Administradores de sociedades deudoras a la Hacienda Pública;

4. Que hay que señalar lo que dice el artículo 14, párrafo 4.o, del Regla-

mento General de Recaudación; 5. Que el señor Registrador ha confundido

el concepto de embargo preventivo, como medida cautelar, con el concepto

de anotación preventiva de embargo que es el asiento que se practica

para hacer constar en el folio registral de la finca de que se trate, que

sobre dicha finca recae la traba en que el embargo consiste. Esta traba

puede revertir dos modalidades: a) Embargo acordado para satisfacer

en vía ejecutiva una deuda no pagada en período voluntario por quien

definitivamente ha sido considerado sujeto pasivo de la misma; y b) em-

bargo acordado con carácter preventivo para asegurar la efectividad de

un acto administrativo que todavía no se ha dictado, que sería el acto

por el que la persona propietaria de la finca sobre la que recae la traba

se declarare deudora de la cantidad que se persigue en vía ejecutiva. Que

ambas modalidades se hacen constar registralmente a través de la ano-

tación preventiva de embargo.

IV

La Registradora de la Propiedad, en defensa de la nota calificadora

de su antecesor, informó: Que hay que señalar lo dispuesto en los artículos

20 y 38 de la Ley Hipotecaria, que establecen respectivamente los principios

de tracto sucesivo y de legitimación registral. Que significa que las actua-

ciones contra el patrimonio del titular registral lo han de contemplar como

deudor o persona contra la que se dirige el procedimiento o la actuación

de que se trate. Que en el recurso objeto de estudio las actuaciones dirigidas

contra el Consejero Delegado, titular registral, no lo son como deudor,

sino como posible responsable subsidiario de aquellas deudas en su con-

dición de Consejero Delegado de la sociedad deudora. Pero no deja de


